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			Introducción


			En la presente obra se examina, desde una perspectiva eminentemente práctica, el procedimiento para el juicio sobre delitos leves. Este análisis, aunque descriptivo, sistematiza los elementos esenciales de la sustanciación de los juicios por delitos leves sin perjuicio de plantear ciertos problemas que se suscitan en la práctica.


			Precisamente, al tratarse de un estudio de aspectos procesales prácticos, se prescinde del análisis de cuestiones de fondo, relacionadas con los delitos objeto de enjuiciamiento o con elementos relativos a la responsabilidad subjetiva, así como de aquellos otros debates doctrinales relacionados con la calificación de los hechos o con la propia virtualidad de esta modalidad procedimental. 


			El trabajo se divide esencialmente en tres partes. En la primera de ellas, de carácter general y coincidente con el Capítulo I, se analizan aspectos conceptuales y cuestiones generales relacionadas con la definición, regulación y antecedentes del juicio por delitos leves. El objeto de este apartado es definir los elementos esenciales del juicio por delitos leves, los delitos que pueden ser enjuiciados a través de este, así como las diferentes modalidades procedimentales; asimismo, en este apartado se analiza la competencia. 


			La segunda parte, más extensa –motivo por el que se le dedicará varios capítulos- examina la tramitación del juicio por delitos leves, con especial mención de los problemas prácticos que pueden suscitarse en las distintas fases procedimentales. 


			Y, por último, en la tercera parte se analiza el régimen de recursos, la ejecución de la sentencia y otros aspectos complementarios.


			En este trabajo se ha optado por una metodología sencilla consistente en explicar de forma estructurada el juicio por delitos leves, apostando por facilitar la comprensión de los elementos y cuestiones más notables del procedimiento. En este sentido, se hace uso de una redacción clara y esquemática, a fin de ofrecer cierto impacto visual que facilite la asimilación conceptual. 


			Para ello se toma como referencia la regulación vigente, sin perjuicio de complementar el análisis a través de las referencias jurisprudenciales y de sentencias de las Audiencias Provinciales -buscando la máxima actualidad- que han venido dando respuesta a algunas de las cuestiones que se plantean en esta obra. Se trata, en definitiva, de ofrecer explicaciones sintetizadas, detectar problemas y ofrecer soluciones, fruto del examen de las resoluciones de nuestros tribunales y de la experiencia práctica.


			La propia metodología del trabajo, aunque excluye el análisis doctrinal, posibilita el abordaje de cuestiones prácticas. A tal fin, se sigue la sistemática de la LECrim -razón por la que el examen del régimen de recursos antecede a la ejecución- y, en concreto, el trámite procedimental. De ahí que, desde una perspectiva metodológica, se ha considerado conveniente, sobre la base de un determinado trámite o fase procedimental, destacar los problemas que de manera general aparecen en los juicios por delitos leves. Se combinan así explicaciones descriptivas con el planteamiento de problemas prácticos. 


			El análisis se complementa con la exposición de valoraciones y propuestas tendentes a mejorar el actual sistema y a facilitar herramientas al práctico del Derecho. El objetivo es claro: Disponer de respuestas útiles y eficaces frente a las dudas y problemas procesales que, en mayor o menor medida, suelen reproducirse en el enjuiciamiento de los delitos leves.


			Por último, e incidiendo en la vocación práctica de este trabajo, se incluyen dos anexos. En el primero de ellos se acompañan dos sencillos esquemas de la tramitación del procedimiento por delitos leves, así como del desarrollo del acto de juicio. En el segundo se ha incluido una breve selección de formularios procesales -también caracterizados por su sencillez- susceptibles de ser usados en los distintos trámites del juicio por delitos leves.


		


	

		

			Capítulo I


			Cuestiones generales


			1.	Concepto y regulación. Antecedentes


			1.1.	Concepto


			El juicio por delitos leves es la modalidad procedimental establecida en la LECrim para el enjuiciamiento de delitos caracterizados por su escasa repercusión criminal, mínima lesión del bien jurídico protegido y penalidad atenuada. 


			La distinción del Código Penal entre delitos graves, menos graves y leves (art. 13 CP) se traduce, en la práctica, en el establecimiento de diferentes modalidades procedimentales tendentes a valorar las conductas delictivas. En el caso de los delitos leves, el procedimiento por delitos leves es el mecanismo tendente a la valoración de estas conductas y al establecimiento, cuando proceda, de una sanción. 


			Se trata de un procedimiento sencillo, carente de actividad instructora y sustancialmente ágil, cuya vocación es dar rápida respuesta a los hechos criminales de escasa entidad a través de un único acto oral, celebrado en presencia judicial, que concentra las distintas fases del proceso -alegaciones, prueba, conclusiones y decisión- y que permite a las partes asumir su propia representación y defensa.


			1.2.	Regulación


			Prevista en los arts. 962 a 977 LECrim, la regulación del juicio por delitos leves debe complementarse con aquellas otras normas que, ya sea por expresa remisión, o bien por su carácter genérico, se aplican en la sustanciación procedimental. A modo de ejemplo, el art. 972 LECrim remite al art. 743 LECrim para la grabación y documentación de la vista, el art. 976 LECrim a los arts. 790 a 792 LECrim para la formalización y tramitación del recurso de apelación frente a la sentencia, o el art. 989.1 LECrim remite directamente a las normas contenidas en la LEC para la ejecución provisional de los pronunciamientos sobre responsabilidad civil contenidos en sentencia.


			Obviamente, y sin necesidad de expresa remisión, otras normas contenidas en la LECrim o en el CP son de aplicación también en el juicio por delitos leves. Así, por citar algunas, en materia de costas debe estarse al contenido de los arts. 239 a 246 LECrim, así como a los arts. 123 y 124 CP; en relación con la prueba, los arts. 688 y siguientes LECrim; o, con una vocación general, los arts. 637 y 641 LECrim relativos al sobreseimiento de las actuaciones, o los arts. 216 a 238 ter LECrim en materia de recursos frente a resoluciones del Juez o del LAJ.


			1.3.	Antecedente inmediato


			El juicio por delitos leves es heredero del juicio de faltas. Al respecto, la LO 1/2015, de 30 de marzo, reformó parcialmente el Código Penal, suprimiendo el Libro III, lo que en la práctica supuso la derogación de las faltas. No obstante, aquella derogación no supuso la despenalización de las faltas, sino su conversión sustancial a delitos leves, sin perjuicio de que algunas conductas efectivamente dejaron de tener repercusión criminal, mientras que otras se llevaron al derecho administrativo sancionador1.


			La conversión de las primitivas faltas a delitos leves permitió al legislador mantener la vigencia del juicio de faltas. En efecto, la DA 2ª de la LO 1/2015, estableció de forma específica que el enjuiciamiento de los delitos leves se sustanciaría conforme al procedimiento previsto para el juicio de faltas. Por tanto, el juicio por delitos leves es una adaptación del juicio de faltas del que conserva sus rasgos y elementos característicos.


			2.	Delitos leves


			El Código Penal no define los delitos leves, sino que se limita a considerarlos infracciones que la ley castiga con pena leve (art. 13.3 CP), sin perjuicio de establecer, como regla, que cuando la pena por su extensión pueda considerarse a la vez como leve y como menos grave, el delito se considerará en todo caso leve (art. 13.4 CP).


			Por su parte, el art. 33.4 CP establece que son penas leves:


			–	La privación del derecho a conducir vehículos a motor y ciclomotores de tres meses a un año.


			–	La privación del derecho a la tenencia y porte de armas de tres meses a un año.


			–	La inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio o comercio que tenga relación con los animales y para la tenencia de animales de tres meses a un año.


			–	La privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos, por tiempo inferior a seis meses.


			–	La prohibición de aproximarse a la víctima o a aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o tribunal, por tiempo de un mes a menos de seis meses.


			–	La prohibición de comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el Juez o tribunal, por tiempo de un mes a menos de seis meses.


			–	La multa de hasta tres (seis) meses.


			–	La localización permanente de un día a tres meses.


			–	Los trabajos en beneficio de la comunidad de uno a treinta días.


			El examen de los distintos delitos leves tipificados en el CP permite constatar que, en general, llevan a aparejada la pena de multa. Al respecto, el art. 50 CP define la multa como sanción pecuniaria establecida a través del sistema de días-multa2.


			Aunque el art. 50.3 CP prevé que la extensión mínima de la multa será de diez días y la máxima de dos años, para los delitos leves esta extensión máxima es de seis meses. En efecto, como se ha indicado, si bien la pena leve de multa se extiende hasta los tres meses, la previsión del art. 13.4 CP provoca que se consideren delitos leves aquellos ilícitos cuya pena por su extensión pueda considerarse, a la vez, delito menos grave y delito leve. De ahí que la pena de multa, aun tratándose de un delito leve, pueda llegar hasta los seis meses. En relación con el importe de la cuota diaria, oscila de los dos euros a un máximo de 400 euros (art. 50.4 CP); para la fijación del importe se deberá tener en cuenta la situación económica y personal del condenado -ingresos, cargas familiares, situación patrimonial, etc.-.


			Con carácter general, la imposición de la pena de multa lleva aparejada la advertencia al condenado de la denominada responsabilidad personal subsidiaria para el caso de impago (establecida en el art. 53 CP). En virtud de esta, se advierte al condenado que, si no abona el importe de la multa, el montante económico podrá ser sustituido por una pena privativa de libertad. De esta manera la pena de multa pasará a convertirse, en el caso de delitos leves, en una pena de localización permanente -excepcionalmente puede llegar a cumplirse en centros penitenciarios- o, en su caso y siempre que medie conformidad del condenado, en la realización de trabajos en beneficio de la comunidad. En ambos casos, cada dos cuotas diarias de multa no satisfechas se corresponden con un día de privación de libertad o de trabajos en beneficio de la comunidad3.


			2.1.	Delitos


			En concreto, las conductas delictivas previstas en el Código Penal que tienen la consideración de delitos leves y que, por ende, pueden ser enjuiciadas a través del procedimiento por delitos leves son:


			–	Delito leve de lesiones (art. 147.2 CP).


			–	Delito de maltrato de obra (art. 147.3 CP).


			–	Delito de lesiones por imprudencia menos grave (art. 152.2 CP)


			–	Delito leve de detención ilícita (art. 163.4 CP).


			–	Delito leve de amenazas (art. 171.7 CP).


			–	Delito leve de coacciones (art. 172.3 CP).


			–	Delito leve de injurias, vejación injusta o de contenido sexual (art. 173.4 CP).


			–	Delito leve de omisión del deber de socorro (arts. 195.1 y 195.2 CP).


			–	Delito leve de difusión o cesión no consentida de imágenes o grabaciones íntimas (art. 197.7 CP).


			–	Delito leve de mantenimiento contra la voluntad de su titular en domicilio de persona jurídica, despacho, local o establecimiento mercantil o profesional (art. 203.2 CP).


			–	Delito leve de hurto (art. 234.3 CP).


			–	Hurto leve de cosa propia (art. 236.2 CP).


			–	Delito leve de usurpación inmobiliaria (art. 245.2 CP).


			–	Delito leve de alteración de términos, lindes y señales (art. 246.2 CP).


			–	Delito leve de distracción de aguas (art. 247.2 CP).


			–	Delito leve de estafa (art. 249 CP).


			–	Delito leve de administración desleal (art. 252.2 CP).


			–	Delito leve de apropiación indebida (arts. 253.2 y 254.2 CP).


			–	Delito leve de defraudación de energía o fluido (art. 255.2 CP).


			–	Delito leve de uso fraudulento de telecomunicaciones (art. 256.2 CP).


			–	Delito leve de daños (art. 263.1 CP).


			–	Delito de daños por imprudencia (art. 267 CP).


			–	Delito leve de maltrato de animales (art. 337.4 CP).


			–	Delito de abandono de animales (art. 337 bis CP).


			–	Delito leve de expedición o distribución de moneda falsa (art. 386.4 CP).


			–	Delito leve de uso o distribución de sellos o efectos timbrados falsos (art. 389 CP).


			–	Delito de emisión de certificado falso cometido por facultativo (art. 397 CP).


			–	Delito de falsificación, uso o tráfico de certificación falsa cometido por particular (art. 399 CP).


			–	Delito leve de uso indebido de uniforme, traje o insignia oficial (art. 402 bis CP).


			–	Delito leve de denuncia falsa (art. 456.1.3º CP).


			–	Delito de destrucción u ocultación de documentos o actuaciones judiciales cometido por particular (art. 465.2 CP).


			–	Delito leve de quebrantamiento de condena (art. 470.3 CP).


			–	Falta de respeto a la autoridad (art. 556.2 CP).


			El legislador establece ciertos parámetros que permiten determinar el ámbito del delito leve frente al delito menos grave. Y así, en general, en los delitos patrimoniales se establece el límite de 400 €, de manera que todo perjuicio inferior a dicho importe lleva a calificar el delito como leve. En los delitos de lesiones, el criterio diferenciador se establece en el alcance de estas, siendo delito leve las que fueran compatibles con una primera asistencia facultativa y derivándose al delito menos grave o grave las tributarias de tratamiento médico o quirúrgico. Otras conductas, como las amenazas o las coacciones, podrán ser calificadas como leves en función de su contenido e intensidad.


			2.2.	La despenalización de los delitos leves


			En cierta medida, la voluntad del legislador con la reforma del 2015 fue abogar por una desjudicialización de las faltas, voluntad que, desde luego, no cristalizó pues, más allá de la tímida introducción del principio de oportunidad (art. 963.1 LECrim), el establecimiento del requisito de perseguibilidad de la denuncia previa (a modo de ejemplo, arts. 171.7 y 172.3 CP) o despenalizar ciertas conductas -a modo de ejemplo, las lesiones por imprudencia leve (art. 621 CP), incumplimiento de resoluciones judiciales o administrativas en materia de familia (art. 622 CP) o el deslucimiento de bienes inmuebles (art. 626 CP)-, pasando algunas de ellas a la vía administrativa, ni cuantitativa ni cualitativamente puede hablarse de una despenalización de los delitos leves. 


			Es más, ahora hallamos ciertas conductas de notable repercusión social y judicial -como la conducta prevista en el art. 245.2 CP- que no tienen su antiguo equivalente en falta. Igualmente, se ha producido una dispersión de las conductas criminales de escasa entidad, que pasaron de estar aglutinadas en un único libro a hallarse, como modalidad atenuada, en diferentes delitos a lo largo del Código Penal, en una técnica legislativa discutible.


			Asimismo, las sucesivas reformas legales (a modo de ejemplo, el delito leve de vejación injusta de contenido sexual del art. 173.4 CP, introducido por la LO 10/2022 de garantía integral de la libertad sexual) parece llevarnos a la ampliación del catálogo de delitos leves.


			Pese a ello, de forma recurrente -y sobre todo cuando se anuncian los sucesivos y fallidos hasta la fecha intentos de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal- resurge el debate de la despenalización de los delitos leves. 


			En este sentido, obedeciendo únicamente el mantenimiento de los delitos leves a dudosos argumentos de política criminal, probablemente conviene cuestionarse si es necesaria la protección y reproche penal de conductas cuya lesión criminal y social resulta escasa.


			Probablemente es el momento de progresar en la voluntad iniciada por el legislador con la reforma de 2015 y plantearse la conveniencia de suprimir la repercusión criminal de las modalidades delictivas leves y, por ende, la necesidad de disponer de un procedimiento ad hoc para su enjuiciamiento.


			Aunque, desde luego, no es la finalidad de este trabajo -de escaso recorrido científico- abordar razones que aboguen por la supresión de los delitos leves, nada impide efectuar planteamientos alternativos.


			Y así, podría proponerse la vía administrativa sancionadora para los delitos patrimoniales leves –sobre todo, para hurtos en grandes superficies o pequeñas estafas- o para las conductas previstas en los arts. 337.4 CP, 337 bis CP, 386.4 CP, 389 CP, 399 CP, 402 CP o 556.2 CP; derivar las conductas previstas en el art. 245.2 CP o en el art. 246.2 CP a la jurisdicción civil; o incluso incidir en la mediación  como mecanismo para resolver los conflictos de naturaleza personal en los delitos leves de lesiones, maltrato de obra, amenazas o coacciones. 


			Eventualmente, si se considera necesario conservar el reproche penal de estas conductas, quizá se podría de lege ferenda cuestionar la necesidad de mantener su enjuiciamiento a través de una modalidad procedimental específica, llevándolas a un único procedimiento para delitos menos graves y delitos leves donde para estos últimos se pudiera prever una rebaja penológica dado su carácter atenuado.


			En cualquier caso, opino que la jurisdicción penal debe quedar reservada a las conductas de mayor gravedad. El principio de ultima ratio del proceso penal debe incidir necesariamente en excluir de la acción penal las conductas que impliquen una escasa lesión criminal y en las que no se detecte un interés social en su persecución.


			3.	Modalidades procedimentales


			Aunque, en general, la sustanciación y el desarrollo del procedimiento para el enjuiciamiento de los delitos leves poseen unas reglas generales prácticamente idénticas, es posible distinguir diferentes modalidades procedimentales:


			a)	El juicio inmediato por delitos leves ante el Juzgado de guardia.


			A su vez, presenta dos modalidades: 


			1.	Juicio por delito leve inmediato especial (art. 962.1 LECrim).


			–	Delitos para los que se aplica:


			• lesiones leves.


			• maltrato de obra.


			• hurto leve flagrante.


			• amenazas, coacciones o injurias leves (en el ámbito de la violencia de género o violencia doméstica).


			–	Se inicia en virtud de atestado policial.


			–	La competencia corresponde al Juzgado de Instrucción en servicio de Guardia o, en su caso, al Juzgado de Violencia sobre la Mujer.


			–	Las citaciones, informaciones y advertencias se realizan por el cuerpo policial encargado del atestado policial.


			2.	Juicio por delito leve inmediato general (art. 964.1 LECrim).


			Para los casos en que sea posible su celebración durante el servicio de guardia por poder ser convocados los intervinientes. Puede celebrarse celebrarse respecto de cualquier delito leve siempre que el conocimiento del delito provenga de atestado policial (art. 964.1 LECrim).


			En ambos casos se inicia en virtud de atestado policial, si bien en el juicio inmediato genérico puede darse esta tramitación también cuando el procedimiento se inicie como consecuencia de denuncia del perjudicado formulada ante el Juzgado de guardia (art. 964.2 LECrim).


			b)	El juicio de delitos leves de tramitación ordinaria.


			Es la modalidad utilizada cuando no es posible la celebración del juicio durante el servicio de guardia y, correspondiendo la competencia al Juzgado de Instrucción, se procede a su celebración en el día hábil más próximo posible dentro de los predeterminados a tal fin, y en cualquier caso en un plazo no superior a siete días (art. 965.1.1ª LECrim). 


			4.	Competencia


			Reglas generales (arts. 14.1 LECrim y 87.1 LOPJ):


			–	Competencia objetiva: Juzgado de Instrucción.


			–	Competencia territorial: lugar donde se hubiera cometido el delito.


			–	Competencia funcional: el propio Juzgado de Instrucción será competente para resolver los incidentes, medidas cautelares y cualquier otra cuestión accesoria suscitada con la tramitación del procedimiento, así como para la ejecución de la condena. La competencia para resolver el recurso de apelación le corresponde a la Audiencia Provincial de la demarcación donde se halle el Juzgado de Instrucción.


			Reglas especiales:


			–	Juzgado de Violencia de Género en aquellos asuntos que sean de su competencia (art. 14.5 LECrim y art. 87 ter LOPJ). La competencia territorial corresponde al lugar del domicilio de la víctima (art. 15 bis LECrim).


			–	Delitos conexos: Juzgado de lo Penal o Audiencia Provincial -o, en su caso, sala Penal de la Audiencia Nacional- cuando el delito leve sea conexo de un delito más grave y su enjuiciamiento fuera competencia de los tribunales citados (arts. 14.1 y 18 LECrim).


			–	Aforados: los delitos leves carecen de aforamiento según la doctrina fijada por el Tribunal Supremo -en este caso, para el juicio de faltas, pero válida también para los delitos leves (ATS de 8/01/2018)- por lo que la competencia corresponde al Juzgado de Instrucción.


			Otros aspectos relacionados con la competencia:


			–	Cuestiones de competencia: En el juicio por delito leve también cabe plantear cuestiones negativas o positivas de competencia a resolver por el superior jerárquico común (arts. 22 y 25 LECrim). No obstante, a diferencia del planteamiento de estos conflictos en los trámites de las diligencias previas o del sumario ordinario -que establece la obligación de los juzgados en conflicto de dar continuidad a las actuaciones instructoras-, considero que la sustanciación del conflicto debe llevar aparejada ineludiblemente la suspensión del procedimiento, pues de otra manera podría dar lugar a que se entrara a enjuiciar el asunto. Por otro lado, al tratarse de un trámite con repercusión material, el planteamiento y resolución de la cuestión interrumpe la prescripción.


			–	Competencia en función de la modalidad procedimental: el establecimiento de diferentes modalidades procedimentales en el juicio por delitos leves permite discriminar la competencia entre el Juzgado de Guardia y el Juzgado de Instrucción. Naturalmente, se trata de una distinción artificiosa -pues el Juzgado de Guardia es un Juzgado de Instrucción-, pero a efectos prácticos permite concretar, si cabe, la competencia del Juzgado encargado de la sustanciación del delito leve.


			–	Competencia por transformación: Se da en los supuestos en que, practicadas diligencias de instrucción, se constata que los hechos podrían ser un delito leve, debiendo seguirse por los trámites adecuados para su enjuiciamiento. Esta circunstancia no debería afectar ni a la competencia objetiva ni a la competencia territorial. No obstante, como quiera que el Juez instructor es inhábil para enjuiciar el delito leve4, la solución pasa por repartir el asunto entre los distintos jueces del mismo partido judicial y de la misma categoría o, en su caso, sin necesidad de repartir el asunto, nada obsta a que el Juez instructor pueda ser sustituido por el Juez que le sustituya de forma ordinaria dentro del partido judicial.


			–	Indeterminación del lugar de comisión del delito: Habrá que estar a las reglas establecidas en el art. 15 LECrim, de manera que, de forma escalonada, la competencia corresponderá, en primer lugar, al Juzgado de Instrucción del partido judicial en que se hayan descubierto pruebas materiales y, en defecto del anterior y de forma subsidiaria, el del partido donde hubiese sido hallado el presunto autor del delito, el de su residencia o el de cualquiera que hubiese tenido noticia del delito leve. Aunque el propio precepto establece que, si con posterioridad se determinara el lugar de comisión del delito, se inhibirán las actuaciones al competente, esta regla puede ser contraproducente en aquellos casos en que, de forma sobrevenida -por ejemplo, en el acto de juicio- se determina con exactitud el lugar de comisión. 


			En la práctica será difícil que se dé esta situación, pero probablemente la solución pase por consolidar la competencia del Juzgado que ha venido sustanciando el asunto. Y ello porque, dada la naturaleza del delito leve, no debería observarse riesgo de nulidad de las actuaciones por falta de competencia precisamente porque en virtud del art. 15 LECrim se la ha venido otorgando al primitivo Juzgado, siendo incluso perturbador para las partes suspender el juicio para remitir su conocimiento a otro Juzgado5.


			


			

				

					1.	Vid. Cap. I, 2.2.


				


				

					2.	El cálculo del sistema días-multa es bastante sencillo: Se trata de una simple fórmula aritmética consistente en multiplicar el periodo de días de multa por la cuota fijada para cada uno de ellos. A modo de ejemplo, para una condena por un delito leve de un mes de multa a razón de una cuota diaria de 6 €, el importe de la multa se obtendría multiplicado el total de días (en este caso, al ser un mes, 30 días) por la cuota de 6 €, dando como resultado la cuantía de 180 €; importe, en definitiva, de la condena impuesta. 


				


				

					3.	Vid. Cap. V, 2.1.


				


				

					4.	Vid. Cap. II, 1.


				


				

					5.	Solución válida incluso cuando la falta de competencia se plantee como cuestión de previo pronunciamiento. En este caso debe tenerse en cuenta el contenido del art. 238.1º LOPJ; dicho precepto establece la nulidad de los actos procesales efectuados ante un Juzgado carente de competencia objetiva o funcional, pero no así de competencia territorial. Por consiguiente, aunque una opción sería la de suspender y remitir, creo que el derecho a la tutela judicial efectiva -y el hecho de que dicha “deficiencia” en la competencia territorial no implica per se la nulidad de las actuaciones- debería llevar a conservar la competencia del Juez y no inhibir la causa por delito leve.
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